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don Gu_rainda Puga

Ha decidido:

solicitado por

'..
Denegar el amparo

Muidos. .

Publiquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estailo»,
Dada en Madrid a .28 de noviembre de 1984.-Jer6nimo

Arozamena Sierra.-Francisco Rubio Llorente.-Luis DíezwPicaw

zO.-Fiancisco Tomás y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-Francisco .,
Pera Verdaguer.-Firmados y rubricados. .

limitaciones de edad. El punto de partida sobre el que pudiera
construirse el alegato de un tratamiento discriminatorio vedado por
el mencionado art. 14, se desvanece, pues, en lo que se refiere a este
primer argumento, y queda sólo el análisis de la otra bipótesis de
tratamiento de desigualdad, cual es que el ascendido a Teuíente (el
señor Martín Alonso), con peor puesto en el Curso. de Aptitud,
reunla las mismas cireunstancias de edad, de modo' que el
re<:UrreDte ha sido postergado sin razón a1guna. La preferencia se
determina, ciertamente, por el mejor puesto en la claSificación y no
se cuestiona que el re<:UrreDte tenIa un lugar preferente, mas para
consolidar la expectativa era preciso reunir las circunstancias
exigidas a tenor'de lo dispuesto en el Reglamento qué entró en
visor el 3 de diciembre de 1979, circunstancias que eran no haber
a1canzado loa cineuenta y tres lIAos (art. '6 en relación con la
disposición transitoria 2," Y 3,"), Yque -como alega el Abogado del
Estado- no compilan el señor Pu¡a y el señor Martin Alonso. Si
sólo entrara en juego esta regla, se habría pospuesto al primero en
beneficio del segundo, pero lía de tenerse en cuenta -como dice el
Ministerio FiacaI- que el Decreto 1610/1977, de 17 de junio,
es1ableció que los Subtenientes y Bripdaa pasan a la situaetón de
retirado a la edad de cincuenta y seta años; El señor Puga habia
posado a es1a situación con fecha 4 de julio de 1980, ntientras que
el señor Martín, ascendido a Teniente COIÍ 'fecha 13 de octubre de
1980, ~plia los cincuenta y seis lIAos el 23 de enero de 1991.
Cuando fue ascendido este último rebasaba, al iJual que el señor
Puga, la edad de cincuenta y tres lIAos, peto mIentras éste habia
posado 11 la situación de retirado, el preferido estaba.en activo. Se.
produjo, efectivamente, una dispensa en la exigencia de no haber
rebasado la edad de cmcuenta y tres años, Y esto se hizo con
carActer general en Vlrtud de la propues1a hecha por la Jefatunl de
la Guardia Real al Teniente General Jefe del Estado Mayor del
J;jén:ito (en 12 de julio de 1979) para cuando los suboficiales fuesen
rebasados por uno o más moderno en el ascenso. se les promoviera

.a1 empleo de Teniente pasando al Seaundo Grupo y quedando en
situación de disponible, dispensa que no pudo aplicarse al señor
Pu¡a -estaba retirado- y que se aplioó al señor Martin, que no
habia alcanzado la edad de retiro. Podrá cuestIOnarse la legalidad
de esta dispensa rerenda; no al caso singular del señor Martin, sino
a todos los que reunieran el supuesto previsto en la medida Que se
repute contraria a la disposición reglamentaria, desde la idea del
pnncipio de legalidad, en cuanto comporta también la sl\ieción a
los propios Reglamentos. Tal hipóteSIs podría llevar a considerar
contra reglamento el ascenso del señor Martín -en la medida,
insistimos, .en que se reputara inválida la propuesta de la Jefinura
de la Guardia Real al Teniente General Jefe del Estado Mayor del
i;jército-, pero, en modo alguno, podría comparar la pretensión del
actor de que se le ascienda, exceptuándole, además, de la exigencia
de no estar en situación de retirado. El distinto tratamiento
descansa, pues, en una diferencia sustancial, cual es la de las
indicadas situaciones, y no eo criterios de los que el art.. 14 de la
Constitución configura como elementos proscritos para la diferen­
ciación normativa o la aPlicación de la norma.

FALLO

En atención a todo lo expuesto" el Tribunal Constitucional,'
POR LA AUTORIDAD QUE j.E CONFIERE LA CONSTlTU·
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Casa de S. M. la Guardia Real (arts. 2.· Y6.") Yotras disposiciooes
(como es él Reglamento de 20 de noviembre de 1979) es1ablecen la
regulación de la Guardia Real. La nitida separación de la organiza­
ción de la Casa Real respecto de las Administraciones Públicas, con
fundamento constitucional en el art. 6S de la Constitución, y lo que
esto comporta respecto a la independencia que debe rodear a la
gestión de dicha Casa, admite una regulación del es1atuto juridico
de personal de la Casa, Y que los actos que en aplicación de esa
regulaCIón procedan de los óganos a los que se encomienda la
gestión puedan someterse al control jurisdiccional, a través de la
vía contencioso-administrativa, y. en el caso de que. se acuse la
violación de un derecho o libertad fundamentaJ, tengan acceso al
recurso de amparo constitucional. Este es el planteamiento en el
caso de que ahora. conocemos, pues el demandante, miembro de la
Guardia Real, admitido al Curso de Aptitud para Teniente, y
superado satisfactoriamente el Curso, pero no ascendido a Tenien­
te, cree que se le ha conculcado el derecho al ascenso, pues lo que
era una expectativa se habia consolidado por dane las cireunstan- .
cias eXIIÍdas reglamentariamente para que el ascenso tuviera lugar.
No es la constación de estas cireunstancias. y. el eJlÍUiCiamiento del·
caso desde la perspeetiva de los preoeptos regJamentarios que
regulan el ascenso, lo que debemos haoer ... el prooeso de amparo,
pues ello corresponde en exclusividad -lo dice el art. 117.3 de la
Constitución- a los jueces y tribunales ordinarios, que son, en este
ordenjurisdiccionaJ, los de la jurisdicción contencioso-administra­
tiva. Con ello se quiere afirmar que los motivos distintos de los que
arrancan de una fundamentación basada en el art. 14 de la
Constitución no pueden someterse a nuestra decisión.

Tercero.-Sosuene el demandante que en su caso se daban las
cireunstancias exigidas para el ascenso y que, lIin embarBo, le ha
sido denepdo el ascenso, mientras que otros aspirantes en situacio­
nes fácticas no diferenciadas con la suya han sido ascendidos, lo
que considera es una vulueración del art. 14 de la Constitución. Si
el ascenso es reglado y, por tanto, todo se reconduce al análisis de
esa constación reglada, el problema es, preferentemente, subsumi­
ble en el cuadro de los preceptos que disciplinan el ascenso a
Teniente. y si en el conjunto de los elementos a considerar a los
fines del ascenso, concurrieran algunos discrecionales, la cuestión
se ofrecería desde el punto de vista del enjuiciamiento jurídico de
la potestad discrecional. En una y otra vertiente, el problema es,
como se ve, del ámbito de la jurisdicción contenciOS<Hldministrati·

.va. Lo que ocurre es que el demandante acusa que en una materia
reglada se ha medido con opuesto rasero su caso y el de otros

em ñeros, buscando, por tanto, en la violación del derecho de
i dad, fundamento a su pretensión de amparo. No desciende el

emandantea denunciar cuál de los determinados criterios enume..
radas en el arto 14 como impeditivos de tratamientos diJllrenciados
ha sido conculcado en el caso y tampoco concreta dentro de la
fOrmula genérica, o abierta, del mencionado artículo, la condición
o circunstancia qué ba motivado· -en la tesis del demandante­
wluciones distintas en supuestos iguales. El camino =n:mos a
seguir para resolver el presente caso no va a ser el in ble de
'''locar motivaciones en la decisión de la denegación del ascenso a
Teniente del demandante que pudieran ser contrarias a los criterios
vedados por la nonna constitucional, o desde otra vertiente,
contrarias al' ejercicio de .!"?testades administrativas. Vamos a.
verlo, dentro del man:o postble en un proceso de amparo, acudien­
do primero a comprobar si en la situación del demandante y de los
otros, que se traen aquí a comparación, se da identidad de
circunstancias. Y .en es1a 1lnca han de distinguirse los dos supuestos
que el demandante trae.como elemento de comparación, revelado­
res, a su juicio. de una violación del art. 14 de la Constitución.

Cuarto.-El primero de los argumentoS que aduce el recurrente
para construir el motivo del recuno basado en la desigualdad, se
centra en los ascendidos a Tenientes anteriores a él, en el resultado
del Curso de Aptitud, no aportando, 51n embargo, tudos los datos
para un enjuiciamiento cabal, pues no se tiene en cuenta que los
ascensos tienen lugar antes de la entrada envilor del Reglamento
de la Guardia Real, con lo que esto significa respecto a las

27954· Sala Primoa. Recurso de amparo número 139/1983.
Sentencia nú_o JJ3/1984. de 29 de noviembre..

La Sala Primera del 'Tribunal C~nstitucional; compuesta· por
don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo,
doña Gloria I!egué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y
don Angel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado, .

, EN NOMBRE DEL REY'
la siguíente

.. : SENTENCIA'
. ..

En el recurso de amparo núm. 139/1983, promovido por doila
Maria Josefa Garda Seco, representada por el Procúrador, don

Francisco Alvarez del Valle Garcla y bajo la dirección del letrado
don Raimundo IgnAcio Cova Barroso, contra el Auto de la Sala de
lo Crimínal de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife
de 17 de rebrm> de 1982, que confirma diversas resoluciones de la'
misma Sala y del JuZgado de Instrucción de La Laguna relativas a
la exipncia de fianza pera constituirse en parle en las diIillellcias .
IftP8Illtoriaa núm. 229/1980 del mencionado JU2II8do.· .

. Ha compareetdo en defensa de la legalidad el Ministerio fiséal
~ CDltIO parte en las actuaciones indicadas. los. señores Wilhelm
ueora SebuP\lll y Mario Sebwartz Delgado, representados por el'
l'rocuradOI' don Juan AntoIUO Carda San Miguel YOmeta,~ la
dir=ión del citado don Mario Sc:hwartz Delgado, que ostenta la·
condición de letrado. Ha sido ponenta el Magistrado don AnseI'
I..atone Segura; qultn expresa el pa_de la Sala.' ,
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1. ANTECEDENTES

1. El 5 de mano de 1983 tuvo entrada en este TribU)lal
Constitucional esento del Procurador de .los 1 flbunales don Fran­
cisco AJvarez del VaDe ÜaF'C'la. en nombre \' representaCIQD de dODa
Maria Josefa A1varez del Iiall. Garcia. por el que se IDterpoma
=uno.de amparo contra el ",uto de la Sala de lo Cnmmal de la
Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenenfe de fecha l' de
febrero de 1982 Ylas resolUCIones J!ldlClales por él confirmadas por
supuesta vulneración de los arts. 24.1 Y 14 de la ConstituCIón. La
recUJ1'eDte. e~ su demanda. expone en síntesiS lo sIguIente'.

Al Con fecha 12 de diCIembre de 197 9 la demandante de
amparo y don ,Wilhelm Geor¡ Schuppa suscribieron un documento
pnvado, en el cual este último se obligaha a vender a la señora
GarPa Seco un Inmueble"de su proptedad. baclendo constar que a
partir de lasuscnpclón del documento poma a disposlclon de la
compradora deternunadas habItaciones del .mismo.

B) MedJante contrato que aparece fechado el 30 de enero de
1980, la demandante de amparo cedJO en arrendamiento las
antedichas habnaaoltes a don Guillermo Marrero Santos.

C) Con fecha 10 de mayo de 1980, don Guillermo Marrero
Santos presentó escrito ante el JUZPdo de Instrucción de La
Laguna mterponiendo querella por delito de coacciones contra don
W.iIhelm Georg Schuppa y don Mario Scbwartz Delgado. acuSándo­
les de haber atrancado la puerta de acceso al PISO que ocupaba en
VIrtud del antedicbo arrendamiento, Impidiéndole as! el uso y
disfrute de la vivienda .

Correspondida en turno la quérella al Juzpdo de Instrucción
núm. 1 de 1..8 Laguna. se iniciaron en el' mismo las diligencias
previas núm. 551/1980, luego transformadas en diligencl8S_
TBtorías núm. 229/1980.

D) El 19 de abril de 1982 el Procurador don Octavio Pérez
Hem6ndez-Abad presentó ante el Juzgado escrito en el· que
solicitaba se le tUViese por parte acusadora en nombre de doña
Maria Josem Garcia Seco. Mediante providencia de 21 de abril de
1982, el Juez resolvió no haber lugar a lo solicitado. Interpuesto
recuno de reforma, fue desestimado mediante Auto de 3 de junio
de 1982, en el que se afirtn8 9ue doña Maria Josem Garcla Seco
carece de la cualIdad de petjudicada por el delito, por lo que habr6
de atenerse a Seguir lo 'establecido por los arts. 270 y síguiO!ltes de
la Ley' de EJ1juiciamiento Criminal. Interpuesto recuno de queja,
fue desestimado por Auto de 10 de julio de 1982•.en el que se dice
que «la recurrente es ajena a las cuestiones pendientes en~ el
arrendatario de una viVIenda de su propiedad y un tercero».-

El Mediante escrito de 20 de julio del mismo año, la deman­
dante del amparo compareció de nuevo interponiendo querella
contra los aeñores Scbuppa "Y 'llchwartz pór el mismo delito de
coacciones. Por providencia de 22 de julio el Juzgado de Instruc­
ción núm. 1 de-La ·Laguna tuvo por presentado el escrito e
invocando el arto 280 de la Le)¡ de El\Íuiciamiento Criminal lijó
fianza de 300.000 pese... en metálico, que deberla constituir la
querellante. Interpuesto recurso de reforma, en el que ,se solicitaba
la revocación de lo dispuesto. en orden 8 prestar fianza COD
invocación del carácter de perjudicada de la querellante, fue
desestimado mediante Auto de 20 de 8ll0stO de 1982, que fue

. confirmado por la Audiencia en mi Auto de 2 de. febrero de 1983,
en el que se desestima la súplica interpuesta contra el anterior.

F) La recurrente entiende que las citadas resoluciones judicia­
Jes vulneran el ano 24.1 de la Constitución -en cuanto le oblipn a
prestar fianza como querellante. a pesar de estar exenta de hacerlo
por su condición de ofendida por el debto de acuerdo con el arI.
281J de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Entiende asimismo
que dichas resoluciones vulneran también el principio de igualdad
consagrado en el art. 14 de la Constitución. en cuanto se le exite
a ella prestar fianza y no se le exigió al arrendatario, que como tal
arrendatario se encontraba. en su .opinión. en situación igual que la
arrendataria respecto a los perjUIcios sufridos por el supuesto
delito. por lo que ha sido objeto de un trato discriminatorio en
relación al requisito de prestar fianza. Concluye solici18ndo qlie
dicte en su día Sentencia con el pronunciamiento de otorgar el
am~o constitucional solicitado por la. recurrente, -declarando ji
nulIdad de las tesoluciones judiciales mencionadas que le ha n
impedido el pleno ejercicio de sus derechos constitucionales y
reconociendo su derecho a obtener la tutela efectivajurisdiccionaJ
y al trato de i¡ualdad ante la Ley, con todos los demás tr.mit,·a
legales. . :.,.

2. Mediante Providencia que dictó 'e1dla 20 de abril de J98 '.
la Sección Primera acordó admitir a tramite la demanda y roque...
al Ju:¡¡¡ado de Instrucción núm. I de La La¡una y a la Sala de lo
Penaíde la Audiencia de Santa eroz de Tenerife para la remisión
de las actuaciones o testimOnio .de las .mismas, interesando de
dichos órganos judiciales el empluamiento de quienes fuesen parte
en el proceso para que en el plazo de diez diaspuedan comparecer
en el proceso consütucional. .'-

J Mediante esento de 8 de ¡uilo de 1983. el Procurador dop
Juan "<\ntomo (Jarcia San MlgUf'1 ~ O"',jeta {"ompareció t"n nOJTlnrr
d~ don \.\tl1heJm Georg Schuppa_} me~j¡ante escrito de j j de lulH'
<Ir 19i13 en nombre de don Mano Srharu Delgado. Las a('tuaCJnnt"~
fuerl)n rec1bldas eJ 23 de nO\-lembre de-! mismo año,

4' l\1e<liante- provIden<.:la de .lO de nOViembre- de ¡ Ql' ~ .¿
Sección· concedlo un plazo coml1n de vemte dias al. l"llflj~t.'"flü

F1SC81 ) a los Procuradores senores o\!varez deJ Valle)' GarCla \I'l.r'
Miguel para formu1aT alegaCIones > , , •

5 En las que formuló ei. 23 de' dlctembre de ! Q~ •

MJnlsteno FIscal manUene Que la demandante bien pueaf ~l

.conslderada como ofendida pOr el debto desde el.momento en oJ.Ut
la 8CCJón de los querellados le Impide «mantener al arrendatan(' :,r
el goce pacífico del arrendamiento por todo el tiempodf'l ~ODlra
to. tal como le eXige el art· I 5~lo del Código Clvll, JO qUf
'S1gmfica que se debió admlUr su comparecencia en las djhgenC1(l~

romo parte acusadora al amparo de lo dlspu6sto en eJ art, ¡ II \ Jt
la Le)' de EnJulclaD'ucnto ( rimmaJ. de forma q\Jt el rechazo {I(:',"

misma supuso ya una vulneraCIón del ano 24 de la ConstltUC10n
SlgIlifica tambIén que le vuinera el derecho a la tutela Judlcia'
efeclIva al condiaonar el ejerCIcIO de su acción a la prestacuJn dr
la fianza que prevé el 811: 280 de la Ley Procesal Penal. ya que cor
eUo se viene a obstaculizar mnecesanamente su derecho a la
1ie.ensa de sus mtereses legítimos. Afirma también el Mimsterh!
Fiscal que bien cabe afirmar que se. ha producido una violaCión dI' I

pnnctplO de 18U8Jdad por el distlnto trato que han recibIdo lé
arrendadora y el arrendatano. En virtud de estos razonamiento<,
soliCIta la estimación del =uno de amparo.

6. En las alegaciones que bizo el dio 27 de diciembre de 1983
el Procurador don Juan AntonIo Garcla Sao Miguel y Orueta.
afirma que no ha habido contrato de arrendamiento, porque la
demandante no ha tentdo nunca la posesión del bien locado y el
documento que se menciona en el apartado 1 B de los antecedent("!;
de esta Sentencia se halla antedatado, lo que puede ser constitutlv('
de un delito de falsedad documental o de simulación del contralo.

"mantiene asimismo que el contrato de 12 de diciembre de IQ1'Q ha
de conSIderarse resuelto; de ello deduce que la demandante nr;.
puede considerarse ofendida m petjudicada por el supuesto dchl0
de coacciones. Mantiene Que no se ha producido violación át
precepto constitucional alguno y por cIJo soliCita la dese~tlmaClOn
del =uno de amparo. .

7. En sus alegaciooes de 3 de enero de 1984, el Procurador d,
la demandante reproduce lo dicho en el escrito de interpoSición de
la demanda e insta su estimacrón.
- 8. Mediante Auto de 1 de ....rzo de 1983 el Juzgado de
Instrucción acordó el sobreseiméento provisional de las actuaclO·
Des. Dicbo Auto fue revocado por el que dietó la Sala de lo
Criminal de la Audiencia de Santa Cruz de Tenerife el 1I de Juho
de 1983, en el que ae acuerda la apertura deljuicio oral Yse ordena
que se libre el testimonio de determinados folios de las diligencias
aohcitado por el Ministerio Fiacal. con el fin de iniciar actuaciones
tendentes a depurar posibles responsabilidades criminales dcl
esposo de la demandante, de és18 y del aeñor Marrero Santos. en
la Cómísión de hechos que pudieran $el" constitutivos bien de un
delito de falsedad documental o bien de uno de simulación de
contrato. .

9. Por escrito de 21 de septiembre de 19831. recurrente
IOlicitó la suspensión del procedImiento que se sigue en relación
con las diligencias preparatorias 299/1980 del Juzgado de Instruc­
ción de La La¡una. Abierta la colTeSpondiente pieza separada ~

oidas las partes. quedó el incidente pendiente de resolución.
10. Por proVIdencia de 14 de noviembre de 1984 se señaló el

dia 21 dé noviembre de 1984 para deliberación y fallo. Ese dia se
deliberó y votó.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. La delimitación del objeto del presente recurso de amparo
exige algunas precisiones. El recurso ~e dirige contra el Auto de' la
Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife de 17 de febrero
de 1983, por el que se desestima definitivamente la pretensión de
la recurrente de no tener que prestar fianza para que se la admn<l
como parte en.viw:tud de quere~1a en ~n pr:oceso pen~1. Di~h~ Auto
confirma una lene de résoluCJones )udlCJaJes antenores iniCiadas
por~ la p'rovidencia de 22 de julIO de 1982 del Juzgado de
InStniCCl6n de La Laguna. que impuso el. requisito de la fianza a la
aetora. Previamente, la recurrente había intentado en vano perso·
narse por simple escrito en el proceso penal.aludido, aduciendo su
condición de perjudicada por el delito ('!rIs. 109 y 110 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal).. condición que le fue denegada por otra
serie de resoluciones judíciaies que concluyen con el Auto de. la
Audiencia antes citada de 26 de julio de 1982. Pero estas resolucIO­
nes no están impu¡nadas en el recurso de amparo ni podían estarlo
por baber caducado el plato para bacerlo. La cuestión planteada se
concr:cta, .J?rir tanto" en .dilucidar si las resoluciones judiciales por
las que se Impone a Ja recurrente eJ requisito de prestar fianza para
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personarse como parte mediante querella en el proceso penal
vulnera, como pretende la recurrente. el derecho a la tutela judicial
efectiva consagra.do por el arto 24.1 de la Constitución y el derecho
a la igualdad proclamado en el ar!. 14 de la misma. La recurrente
considera que, en su caso. la exigencia de- la fianza vulnera su
derecho a la tutela ¡'udicial efectiva en cuanto la ley no la obliga a
prestarla, ya que el a se encuentra en la situación de ofendida por
el delito (art. 281-1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal).

El arto 14 se habrla vulnerado, .n la recurrente, porque en el
mismo proceso penal no se había eXIgido fianza a otra persona que
se encontraba práetieamente en la misma situllCi61L

Es importante señaIar que no existe acuerdo entre los compare­
cientes en el recuno de amparo sobre loa bechoa que dan lugar al
mismo. La recurrente afirma ,en SÍntesis. que wmpro un piso. el
cual alquiló a determinada penona. Pero el vendedor atrancó la
vivienda y le quitó la luz y el agua..E1 inquilino c:onsidetó que esto
constituía un delito de coacciones, pues se le expulsaba de hecho de
la vivienda, e interpuso una querella por tal delito. (art. 496 del
Código Penal), sin que se le exigiese la prestación de fiailza, sin
duda por considerarlo ofendido por el delito a los efectos del ar\.
281-1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Siempre, según la
recurrente, a ella se le llfllÓ en cambio la personación por simple
escrito y al entablar la querella se le exigió la preatación de fianza
a pesar de que en su opmión ella era _ perjudil:ada por el delito
como el arrendatario. La versión de los presunto& autorea del delito
de coacciones es muy distinta. Seaún ellos la reCurrente nunca tuvo
la posesión de la vivienda ni liuho UD verdadero contrato de
arrendamiento ni de venta.. En cuanto a las supuestas CO&'.Cionel
tampoco existirían, pues el que se considera Ieailimo propieta¡io se
limitó a atrancar, la casa al irse de vacaciones. No sólo en estOy sino
en otros puntos. difiere sensiblemente la versión de 100 hechos,
hallándose pendientes varios procesos en relación a ellos. Naturai'
mente, no compete a este Tribunal Constitucional decidir sobre la
realidad de lo ocurrido ni enjuiciar loa divenoo probIemu juridÍCOl
suscitados. Lo que aquí se dice debe entendene, por _10, que el
totalmente independiente de lo que en 11I día resuelvaa 100
TribWla1es ordinarios sobre aquellos hechos, El. ímico objeto de
esta Sentencia ea decidir si se ha producido la VIIIIIeracióD de loa
derechos fundamentales a!epdos por la -te. decisión que
puede adoptarse sobre la versión de 10& bel:boa expuesta por la
misma.recurrente, en el bien entendido que lO aceptan en pura
hipotes1S, Y porque siéndole la más favorable, c:ondu<1e, sin embar­
go, como se verá más adelante, a la deséstimación del recuno.

2. La primera cuestión a resoI_ el si lO ha producido una
vulnera..ción del derecho a la _lajudi~eIioáiva lar\. 24.1 de la
ConSlltuClÓD) por el becho de que loa Tnbunales exJIÍen>tl prestar
fianza para querellane a la recurrente, cuando 61a, en 11I opinión,
estaha exenta de ella por enc:ontrarae en la siba:ióa de ofendida
por el delito. La cuestión lIl1IF porque .......!JO ordenamiento
procesal penal el querellante tiene, en~ que prestar fiatl2ll
(lIrt. 280 de la Ley de Et\iuiciamiento CrimiDaIl. """' eaIáD exenlal
de ello aJgunaa personaa, entre eIIaa el ...rendido» por el delito (ar\.
281-1 de la Ley de EnjuiciamieQto Criminal). Hay que advertir que
la recurrente no aIep que la flatl2ll fuese nceoiva para sus_
económicoa de forma que le im~ o le obotaeuli2aaen
gravemente el ejercicio de la llCClÓn. Recuérdese. que en ...
condiciones el Jequiaito de la fianza 110 vm- en términos
generales el derecho la tutela judieial efectiva, como ya ha dic:bo
este Tribunal en SIl Sentencia núm. 62/1983, de \1 de julio, R. A.
218/1982 (<<BoIetí. Oficial del Estadot de 9 de agnato de 1933).
Tampoco se diacute ~ constitucionalidad, aoeplada por la Senten­
Cia que se acaba de Cllar, de la norma que exime de prestar fianza
a los ofendidos por el delito y demás persona a 'l.lIe le refiere el
arto 281 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, m1eDtras se eJlija
prestarla a otros querellantes.

27955 Sala Segunda. Recurso de amparo IlÚmero 167/1984­
Sentencia número 114/1984. de 19 de noviembre.}

La Sala Segunda déI Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, don Francisco Rubio llorente,
don Luis Diez-Picaro y Ponce de León, don Francisco Tomás y
Valiente, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Verde-
guer, Magistrados ha; pronunciado . ..

EN NOMBRE DEL RE"
la siguirnte

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 167(1984 promovido por don
Fraoci",,? Poyeda Na""!",, contra la Sentencia de la Ma81stratura
de TrabaJO num: 4de Alicante, de IOdemayo de 1983. quedeclató

En esas circunstancias se suscita una cuestión previa, consisten­
te en determinar si la decisión sobre la calidad de ofendida de la
recurrente a efectos de prestar fianza es un problema de mera
legálidad que compete a los tribunales ordinarios Q si tiene una
relevancia constitucional en cuanto afecta al derecho a la tutela
judicial efectiva consagrado en erar!. 24.1 de la Constitución. La
respuesta es que se trata de una cuestión de mera legalidad. En
efecto, reconocido como se ha dicho, que el exigir fianza a un·
querellante en tanto la fianza no resulte prohibitiva o particular­
mente gravosa no vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva;
reconocido asimismo que no es inconstitucional que no se exija al
ofendido por el delito. el determinar si una persona debe conside·
rarse como ofendida no tiene trascendencia constitucional, J;.K?fQue
tanto si se le considera como tal y no se le ""ise la preslactón de
fianza como si se le niega esa condición y se impone su prestación
es lo cierto que puede gozar dé la tutela jqdicial efectiva reconocida
en el arto 24.1 de la Constitución. En consecuencia, no corresponde
a este Tribunal examinar si es o no correcto con arreglo a la
leplidad visente la calificación que realizan en este caso los
tribWla1es oulinarios.

l. La recurrente aduce íambién, com.. sé' ha dicho la supuesta
vulneración del principio de isnaIdad c:onsagrado en. el aro 14 de la
Constitución, ya que la fiatl2ll no.. exigió al arrendalario que
prácticamente se encontraba en la misma situación que ella como
arrendadora en relación a loa efec:toa del delito. Pero su razona­
miento no es convincente. El principio de igualdad supone que no
puede existir: una desigualdad de trato a personas que se encuent~n

en situación igual sin UD fundamento razonable. Su presupuesto
iaiA:iaI ea por tanto la igualdad de situación entre la persona que se
c:onsidera victima de la discriminación Y otra u otras personas que
.. seilaIan como término de compatación. En este caso el término
de comparación es el arrendatario. Pero, siempre en la hip6tesis de
ser ciertos los bechos narrados por la recurrente, ·el arrendatario
babria sufrido directamente la lesión del bien jurídico protegido
por el arto 496 del Código Penal que eastiga el delito de coacciones,
ya que se había visto de hecho expulsado del piso arrendado y
privado de la libertud de habitarlo. La arreudadora en cambio.
babria suftido tambiCn dados como la ptnlida de los alquileres
debidos, se babria visto incluso impedida de cumplir con el deber
de ueaurar. el aoce pacifico del arrendamieDlO (ar\. 1.5.54-1 del
Có<!!JO Penal) como adviette el Ministerio Fiscal

Sm embar¡o su situación no ea idéntica a la de quien se ha visto
desPOiado por la fuerza de la vivienda que tenia derecho a habill1r.. No ha existido UD ataque directo a su libertad aunque el acto
incito~taen su esfen¡ jurídica. Si en esas coudiciones debió
ser considerada como ofendida por el delito conforme al arto 281-1
~ la Ley de~uiciantientoCriminal es, como se·ha dicho. una
ateStión de 'dad ordinaria en que este Tribunal no entra.

4. De lo expueto se deduce que no ha existido vulnera-
ción de loa derechos fundamentales a1epdos por la autora. SlO que
por _to haya luaar a pronunciarse sobre la suspensión solicitada.

.FALLO

En atención a todo lo expuesto, el TribunaÍ Constitucional.
roR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITlJ·

-CION DE LA NAOON ESPANOLA. .. .
Ha decidido<

Den_ el ampare solicitado.
Publiquese ésta Sentencia en el «Boletin OficUli del Estado".
Dada en Madrid, 29 de noviembre de 1984.-Angel Latorre

Segunl.-ManueI Diez de VelalOO Vallej...-Gloria Segué Can­
tón.-Rafael Oómez·Ferrer Morant.-Angel Escudero del Co­
rral-Firmados y rubricados.

procedente el despido del- actor. asi como contra la Sentencia
dictada en reeurso de casación por la Sala VI del· Tribunal
Supremo, con ~b8 1S de febrero de 1984. que declaro no haber
lugar al rec:uno de casación contra la anterior. . \

En didlo ....nto \tan sido parte el recurrente, don Francisco
Poveda Nava"", representado por el Procurador de los Tribunales
don Juan Luis Pérez-Mulery Suárez y asistido por el Abogado don
Manne\. Jiménez de Parga y Cabrera, el Ministeria Fiscal y el
Abogado del Estado.

Ha sido I1"nente el Magistrado don Luis Diez-Picazo y Ponce
de León, qUIen expresa el wecer de, lá·~. '.. ,. Y.

" _, ,1,' ANTEcEPEi;!iÉs .". {. A-;;; "
Primem-E114 é1emariO de 1984·~IPi9CuiadOl(felo;:rrjbuna.,

les don. Juan'.Lu!" Pérez-Mulet y SuArez interpuso recurso ~
amparo constitucIonal ante este Tn~ulta1.en .nomore. ~ d~D


